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EXTRACTO DE LA ACUSACIÓN DEL FISCAL STRASSERA,  

 

Señores jueces:  

La comunidad argentina en particular, pero también la conciencia jurídica universal me han 

encomendado la augusta misión de presentarme ante ustedes para reclamar justicia.  

Razones técnicas y fácticas tales como la ausencia de un tipo penal específico en nuestro derecho 

interno que describa acabadamente esta forma de delincuencia que hoy se enjuicia aquí y la 

imposibilidad de considerar uno por uno los miles de casos individuales--, me han determinado a 

exhibir, a lo largo de diecisiete dramáticas semanas de audiencia, tan solo 709 casos que no agotan, 

por cierto, el escalofriante número de víctimas que ocasionó, lo que podríamos calificar como el 

mayor genocidio que registra la joven historia de nuestro país.  

 

Pero no estoy solo en esta empresa. Me acompañan en el reclamo más de nueve mil desaparecidos 

que han dejado, a través de las voces de aquellos que tuvieron la suerte de volver de las sombras, su 

mudo pero no por ello menos elocuente testimonio acusador.  

 

Empero, ellos serán mucho más generosos que sus verdugos, pues no exigirán tan solo el castigo de 

los delitos cometidos en su perjuicio. Abogarán, en cambio, para que ese ineludible acto de justicia 

sirva también para condenar el uso de la violencia como instrumento político, venga ella de donde 

viniere; para desterrar la idea de que existen "muertes buenas" y "muertes malas" según sea bueno o 

malo el que las cause o el que las sufra.  

Si de este modo logramos sustituir aquel fanático "Viva la muerte" conque Millán Astray reivindicaba 

su perversa doctrina por un "Viva la vida" en rescate de los valores éticos sobre los cuales esta 

Nación fue fundada, habremos de darnos por satisfechos...  

 

Porque si bien resulta inexcusable admitir la necesidad y la legitimidad de la represión de aquellas 

organizaciones que hacen de la violencia su herramienta de lucha política, a fin de defender los 

valores de la democracia, del mismo modo ha de admitirse que cuando esa represión se traduce en 

la adopción de los mismos métodos criminales de aquellas organizaciones, renunciando a la eticidad, 

nos encontramos en presencia de otro terrorismo; el del Estado, que reproduce en sí mismo los 

males que dice combatir.  

 

Los guerrilleros secuestraban, torturaban y mataban. Y qué hizo el Estado para combatirlos? 

Secuestrar, torturar y matar en una escala infinitamente mayor y, lo que es más grave, al margen del 

orden jurídico instalado por él mismo, cuyo marco pretendía mostrarnos como excedido por los 

sediciosos. 
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Y de aquí, señores jueces, se derivaron consecuencias mucho más graves para el orden jurídico.  

 

Porque, cuántas de las víctimas de la represión eran culpables de actividades ilegales? Cuántas 

inocentes? Jamás lo sabremos y no es culpa de las victimas. 

No bastan los chismorreos de los servicios de informaciones que, de manera vergonzante se han 

esgrimido en este juicio en muchas oportunidades. 

Al suprimirse el juicio, se produjo una verdadera subversión jurídica; se sustituyó la denuncia por la 

delación, el interrogatorio por la tortura y la sentencia razonada por el gesto neroniano del pulgar 

hacia abajo. 

No existió entonces patrón de conducta al cual la víctima podía someterse para estar a cubierto de 

una posible injuria El terrorismo de Estado la ponía en una situación de absoluta impotencia en lo 

concerniente a la determinación de su conducta y, por ende, en la decisión de su destino. El carácter 

arbitrario e indiscriminado de la represión sitúa el centro de la suerte de la victima fuera de ésta, pero 

continúa considerándola responsable de una conducta que no sólo no decide, sino que incluso no 

puede llegar a comprender. 

De tal suerte, las juntas militares fracasaron no sólo en la misión de establecer la inocencia de los 

inculpados injustamente, sino también en la de probar la culpabilidad de los responsables de actos 

criminales. "No vamos a tolerar que la muerte ande suelta en la Argentina". "Lentamente, casi como 

para que no nos diéramos cuenta, una máquina de horror fue desatando su iniquidad sobre los 

desprevenidos y los inocentes, en medio de la incredulidad de algunos, de la complicidad de otros, y 

el estupor de muchos". Estas frases las dijo el almirante Emilio Eduardo Massera el 2 de noviembre 

de 1976 en la Escuela de Mecánica de la Armada. 

Para esa fecha en los altillos de la casa de oficiales de la Escuela de Mecánica de la Armada, sobre 

una colchoneta estaba Cecilia Inés Cacabellos. Tenía 16 años, la habían encapuchado y sus manos 

estaban esposadas y engrillada. 

La habían capturado gracias a los datos suministrados por su hermana, a quien le dieron garantías de 

que sólo se la iba a interrogar; creía que así le salvaba la vida. Cecilia Inés Cacabellos permanece 

hoy en situación de desaparecida. 

Mientras de puertas afuera se condenaba la violencia y se proclamaba la legalidad, en el interior regia 

otra norma más fuerte que la ley, de acuerdo a la cual decenas de Cecilias Cacabellos eran 

sometidas a tratos inhumanos. 

La ferocidad y la mentira son las dos notas del sistema de represión que los acusados implantaron 

durante años en la Argentina. Por eso hoy se hace necesario averiguar la verdad y juzgar a todos los 

que hayan violado la ley; en particular a los poderosos, a los máximos responsables, esta es la única 

forma de restablecer la vigencia de la ley en la conciencia de la sociedad. 



3 / 21 

La mentira, la disociación entre los dichos y los hechos aparecen ya en los antecedentes de lo que 

aquí juzgamos. 

Obra agregada a la causa el anexo I de la directiva 333 correspondiente al dio 1975 donde el Gral. 

Videla, como jefe del estado Mayor, afirma: "En octubre de 1974 el pueblo eligió mayoritariamente a 

quienes habrían de representarlo y ese gobierno popular es enfrentado por quienes se atribuyen una 

representatividad que no tienen". 

Señalaba también, "todo intento de condicionar a las autoridades libremente elegidas, se convierte en 

un atentado contra el pueblo que las eligió". 

Esta disociación entre los dichos y los hechos también se manifestó desde los primeros instantes del 

accionar de la Junta Militar. 

En aquel momento, los comandantes pusieron lo que llamaron "Bases para la intervención de las 

FF.AA", donde afirmaron que no debía esperarse "una efusión indiscriminada de sangre que bajo el 

aparente propósito de lograr justicia bajo la vía más expeditiva, sólo conduzca a la negación, de ese 

principio fundamental, a la reacción interna masiva ante lo que pueda considerarse como medida 

masiva extrema y al aislamiento internacional". 

Sin embargo, contrariando su afirmación, los acusados ordenaron un sistema de represión en el que 

secuestraron a miles de personas que fueron robadas, torturadas y asesinadas. 

Y como definieron los mismos comandantes en su documento, esa feroz represión constituyó la 

negación de la justicia como principio fundamental y dio lugar exactamente a lo que habían previsto: 

produjo una reacción interna masiva ante una medida opresiva externa y llevó al aislamiento 

internacional del país. 

Agregaba por último, "frente a un pueblo maduro y consciente que ejerce su soberanía en plenitud se 

alzan las minorías que pretenden arrogarse el derecho de representarla". 

Esas afirmaciones no impidieron que el 24 de marzo de 1976 el general Videla, junto con el almirante 

Massera y el brigadier Agosti derrocaran a ese mismo gobierno popular del que eran su brazo 

armado y asumieran la suma del poder. 

Alguien tiene derecho a permitir que Adriana Calvo de Laborde tenga a su hija esposada y con los 

ojos vendados en el asiento trasero de un auto en movimiento y que soporte durante cinco horas el 

llanto de su bebé recién nacido, tirado en el suelo sin poder tocarlo? 

O lo que narró Susana Caride: "En un momento determinado, por algo que alguien contestó, Julián 

tomó la cadena y golpeó a todos los que estábamos allí, fue algo dantesco, porque al estar 

engrillados, al estar con los ojos vendados, era gente que caía uno al lado del otro, con gritos, con 

sangre, con orín, fue algo realmente dantesco; me dejaron ahí tirada y al rato con un látigo me volvió 
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a pegar, me tiraron agua con sal y no sé cuánto tiempo después dijo llévensela, porque sino la voy a 

terminar matando". 

Pero no sólo los secuestrados fueron las víctimas, hubo mucho más. Ante estos estrados desfilaron 

padres y familiares narrando las gestiones infructuosas que realizaban a partir del secuestro. Por lo 

general, todo comenzaba en una comisaria donde, por las órdenes de los acusados, se negaban a 

recibir las denuncias. 

Esta era sólo la primera estación de un calvario que luego se completaba con infructuosas visitas a 

unidades militares, a las iglesias, a embajadas o a cualquier persona que pudiera ayudar.  

 

En las ordenanzas militares especiales al Ejército de Cuyo, que promulgó en el año 1816, dijo el 

general José de San Martín: "La Patria no hace al soldado para que la deshonre con sus crímenes, ni 

le da las armas para que cometa la bajeza de abusar de estas ventajas ofendiendo a los ciudadanos 

con cuyo sacrificio se sostiene; la tropa debe ser tanto más virtuosa y honesta cuando es creada para 

conservar el orden de los pueblos, afianzar el poder de las leyes y dar fuerza al gobierno para 

ejecutarlas y hacer respetar a los malvados que serían más insolentes con el mal ejemplo de los 

militares..." 

Por ello los aquí acusados son responsables tanto de la situación de aquellos oficiales que habían 

hecho cosas tan terribles que no podrán besar a sus propios hijos, como de la ebriedad de poder del 

coronel que se titulaba "amo de la vida y de la muerte"... 

Pero hay algo pero aún: no sólo ordenaron realizar acciones indignas de las Fuerzas Armadas, sino 

que cuando debieron afrontar la responsabilidad por el mando, negaron sus órdenes, negaron 

conocimiento de lo actuado por sus subordinados; negaron conocimiento de lo secuestros, las 

torturas y las muertes... 

Sin embargo, existían grupos organizados que cumplían un horario especial, cuya tarea era interrogar 

y torturar, y la realizaban en unidades militares o dependientes de las Fuerzas Armadas.  

 

Estas actividades, que se produjeron a lo largo y a lo ancho del país, no pueden ser el fruto de la 

actividad de pequeños grupos aislados de oficiales. 

No se puede concebir que en un ejército exista un grado de insubordinación tal que permita que 

oficiales inferiores realicen a lo largo y a lo ancho del pais, durante varios años, acciones contrarias a 

las que ordenan sus comandantes. 

Es por eso, señores jueces, que con la referencia a excesos, los comandantes quieren atribuir a sus 

subordinados la responsabilidad que les corresponde. 

Las huecas referencias del general Videla afirmando que se hace responsable de todo pero que los 

hechos no sucedieron, exponen un pensamiento primario que, dando un valor mágico a las palabras, 
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pretende con ellas que desaparezca la realidad que se quiere negar.  

 

Pero no es Videla el único de los comandantes que pretende eludir la realidad con el carácter mágico 

de las palabras.  

La misma calidad personal que permitió al almirante Massera pronunciar su discurso condenando la 

muerte en el mismo lugar donde decenas de personas eran asesinadas por sus ordenes, lo lleva hoy 

a afirmar que él asume su responsabilidad sin diluírla hacia abajo pero que, a la vez, sólo tuvo 

noticias, y por los familiares, de tres casos de personas que habían desaparecido.  

Para dimensionar el valor de la palabra en un soldado, quisiera recordar aquí el último discurso 

parlamentario que pronunció Carlos Pellegrini. 

Refiriéndose a la condición del militar, afirmó: "El está armado, tiene el privilegio de estar armado en 

medio de ciudadanos desarmados. A él le damos las llaves de nuestras fortalezas, de nuestros 

arsenales; con una señal de su espada se mueven nuestros batallones, se abren nuestras fortalezas 

y toda esta actividad y todo este privilegio se lo damos bajo una sola y única garantía, bajo la garantía 

de su honor y de su palabra". 

Agregó también que por eso "la palabra de un soldado tiene algo de sagrado; faltar a ella es algo más 

que un perjurio". 

Si los hechos revelan que estas ideas no son compartidas por alguno de los acusados, en la 

audiencia, en cambio, hemos visto cómo estos conceptos están internalizados en otros militares.  

Buscando a su hija, el capitán de navío Quinteiro acudió a la Escuela Mecánica de la Armada y a 

Campo de Mayo y también se entrevistó con diferentes oficiales superiores.  

El Capitán Quinteiro narró aquí su dolor por la negativa del general Riveros a recibirlo, y expresó que 

se sintió muy triste e indignado cuando se enteró de que el general Elizondo, responsable de la 

oficina donde trabajaba su hija, le había mentido al decirle que no la secuestraron en ese lugar. 

Seis veces se entrevistó el capitán Quinteiro con quien llamó su comandante en jefe. En su primera 

entrevista Massera le negó el permiso para iniciar un hábeas corpus diciéndole que se iba a ocupar 

personalmente del asunto; en otro, le informó que nada había podido averiguar. En la sexta reunión, 

cuando ya estaba seguro de que las Fuerzas Armadas eran las responsables, le dijo: "Señor 

almirante, a usted le están mintiendo, muchos de los oficiales lo están engañando y le están 

mintiendo". Para el capitán Quinteiro ya era mucho que un general le mintiera y que otro se negara a 

recibirlo; necesitaba creer en su comandante. 

Los acusados también deben otra explicación a su tropa y a la comunidad toda: porqué razón dejaron 

en libertad y no procesaron a las personas que ellos consideraban jefes de organizaciones 

subversivas y a las que atribuían actos de violencia? 
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En el oficio firmado por el jefe del Destacamento de Inteligencia 141 y avalado por el general Ríos 

Ereñú, en su carácter de comandante del III Cuerpo, se informa al doctor Becerra Ferrer, juez federal 

de Córdoba que, según datos obrantes en esas dependencias, Gustavo Contepomi era jefe de una 

columna de Montoneros en esa provincia y había participado en varios homicidios de integrantes de 

la policía; se agrega que, según antecedentes obrantes en ese destacamento de inteligencia, estuvo 

detenido desde el año 1976 hasta 1977 en "La Perla" y que luego se lo tuvo controlado hasta 1979, 

fecha en que se lo dejó en libertad, ignorándose por orden de qué autoridad. 

El almirante Chamorro en sus declaraciones ante el Consejo Supremo, afirma también que en la 

Escuela de Mecánica había un grupo de personas que eran dirigentes de organizaciones subversivas 

que luego fueron liberadas con pasaje pago hacia el exterior...  

 

La mentira y el engaño con que los acusados despreciaron a la comunidad, se vuelven ahora como 

un bumerán contra ellos, pero ademas se extiende a sus subordinados tendiendo un manto de 

sospechas sobre ellos.  

Por eso debe individualizarse y castigar a los responsables de las infamias cometidas, para que no se 

equipare a quienes torturaron y robaron en beneficio propio, con los honestos. 

Lo exige el prestigio de las Fuerzas Armadas argentinas y el de los oficiales que las integran.  

La combinación de clandestinidad y de mentira produjo efectos que trastornaron a la sociedad 

argentina...  

Sin embargo, aquí se ha acreditado que fueron secuestradas criaturas de meses, jóvenes de 14 

años, una anciana de 77, mujeres embarazadas, obreros e industriales, campesinos y banqueros, 

familias enteras, vecinos de sospechosos, funcionarios del Proceso de Reorganización Nacional y 

funcionarios del actual gobierno, ex ministros del gobierno peronista, integrantes del Partido 

Comunista y un actual candidato a diputado de la Unión del Centro Democrático.  

También un embajador del gobierno militar, funcionarios judiciales, oficiales de la Marina, cualquiera 

podía ser devorado por el sistema. La afirmación de que sólo los que infringían la ley iban a ser 

sancionados encubría la realidad. 

En la Argentina, todos estábamos en libertad condicional... 

Enseñar a leer, dar catequesis, pedir la instauración del boleto escolar o atender un dispensario, 

podían ser acciones peligrosas. Todo acto de solidaridad era sospechado de subversivo.  

La señora Salas de Cavaglia siente sobre su conciencia la desaparición de su consuegra, Luisa 

Martinez de González. 
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El reproche que aún hoy se formula es haber ayudado a su consuegra a informar a los padres de una 

secuestrada, que su hija, que estaba desaparecida, había dado a luz y estaba internada en el 

Hospital de Quilmes.  

Por el contrario, hubo quienes ingenuamente creían estar exentos de toda persecución; pero un día 

descubrieron que también ellos podían ser encapuchados y torturados.  

Alcides Chiessa contó en esta sala: "Fui secuestrado por una patota integrada por personal de la 

Brigada de Investigaciones de Quilmes, el mismo personal a los que los idiotas útiles como yo, que 

formábamos las comisiones cooperadoras, les entregábamos sobres con dinero al margen de su 

sueldo para la lucha antisubversiva".  

Y si mediante las patotas, los acusados pusieron una capucha a cada una de las victimas de los 

secuestros, mediante la campaña de acción psicológica le colocaron una gran capucha a toda la 

sociedad. 

Organizaron campañas publicitarias masivas, amordazaron a la prensa nacional que no podría 

publicar noticias sobre el tema de los desaparecidos y como no pudieron evitar que la verdad 

atravesara la fronteras y repercutiera en el exterior, afirmaron que las denuncias internacionales eran 

fruto de una campaña antiargentina organizada por elementos subversivos.  

 

Como reconoció el ex embajador Anchorena: esa campaña consistía en denunciar que la Junta Militar 

era responsable de un sistema por el cual se secuestraba, torturaba y mataba. 

Entre las organizaciones subversivas que hacían las denuncias encontramos al gobierno de los 

Estados Unidos de Norteamérica; el de Francia, el de Italia, el de España, el de Suecia, el de 

Alemania Una organización de la seriedad de Amnesty fue señalada por el gobierno militar como la 

central de esta campaña antiargentina. Los dos subversivos enviados a inspeccionar Argentina por 

esta maquiavélica organización de Amnesty fueron el sacerdote católico Robert Driman, que era en 

esa época representante por el estado de Massachussets en el Congreso de los Estados Unidos y 

lord Averbury, de la Cámara de los Lores de Inglaterra. 

Y con toda esta mentira sobre la campaña antiargentina, no sólo negaban los hechos, sino que 

convertían al que reclamaba o se hacia eco de las denuncias en un subversivo.  

 

Y la sociedad argentina, que durante años soportó las reivindicaciones de valores de muerte como 

supuestos medios para obtener mejoras sociales, tuvo que soportar luego otra acción psicológica 

destinada a politizar los secuestros y la muerte en aras de supuestos valores occidentales y 

cristianos. 

Con dos sofismas se pretendía justificar la represión clandestina 

El primero dice: todos los detenidos son subversivos. 



8 / 21 

No es que se podía detener subversivos, sino que todos los que ellos detenían eran subversivos, la 

detención convertía a una persona en subversivo.  

Concebido esto, el segundo paso de este método perverso fue considerar que un subversivo es una 

especie de subhumano, de sanguijuela a quien se le puede torturar, matar. 

Como se dijo haciendo referencia al régimen nazi, una vez que se convence a la sociedad de que una 

minoría o un grupo puede equipararse a una sabandija el paso que hay que dar para llegar al 

propósito de exterminarla no es ya demasiado grande...  

Con relación a la responsabilidad que atribuyo al general Videla, no hace falta extenderme para 

fundamentar la severidad de la sanción a requerir. Su rol protagónico en la instauración y 

mantenimiento del aparato delictivo que estamos denunciando resulta innegable. Era el comandante 

en jefe del Ejército, que tenia la responsabilidad primaria en la lucha contra la subversión, y uno de 

los artífices principales de la metodología represiva que aquí enjuiciamos.  

Respecto del almirante Massera, opinamos que se encuentra en la misma situación que el general 

Videla. Pesa sobre él, además, la sombra trágica de la Escuela de Mecánica de la Armada, uno de 

los más horrendos centros clandestinos de cautiverio y exterminio que hubo en el país. Debe 

computarse, además, como agravante, a su respecto, el aprovechamiento en beneficio propio de la 

estructura militar que se encontraba bajo su conducción. 

Una aproximación superficial a este proceso quizá pudiera colegir que el brigadier Agosti ha tenido un 

grado de responsabilidad menor al de aquellos con quienes compartió la primera Junta Militar. 

Empero, son tan atroces los hechos por los que indudablemente resulta responsable, y respecto de 

cuya comisión detentaba un tercio del poder, que no puedo menos que equipararlo con aquellos. 

Respecto del general Viola, y el almirante Lambruschini, creo que están en idéntica situación, aunque 

no dejo de computar un notable descenso en la cantidad de los más graves delitos imputados, 

durante el periodo de sus respectivas comandancias en jefe. Ello justifica, a nuestro juicio, una ligera 

atenuación en la sanción a requerir. 

También el brigadier Graffigna y el general Galtieri deben ponerse en un pie de igualdad. Computo en 

su favor el no haberles imputado ningún homicidio, al menos en tanto y en cuanto integrantes de la 

Junta Militar, aunque el sistema de secuestros, y desapariciones forzadas, perduró durante sus 

gestiones.  

El almirante Anaya debe responder por numerosos delitos pero uno solo de extrema gravedad, cual 

es el de reducción a servidumbre; con el agravante de que fue cometido en la Escuela de Mecánica 

de la Armada, instituto que dependía directamente de su comandancia. 

Por último y respecto del brigadier Lami Dozo, su situación es sensiblemente menos comprometida 

que la de sus coprocesados, en cuanto el número de delitos que le imputamos es el menor de todas 

las imputaciones que formulo. Ello justifica también el requerimiento de una pena menor, aun cuando 
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no lo exima de su pertenencia protagónica al aparato estatal terrorista.  

 

Este proceso ha significado, para quienes hemos tenido el doloroso privilegio de conocerlo 

íntimamente, una suerte de descenso a zonas tenebrosas del alma humana, donde la miseria, la 

abyección y el horror registran profundidades difíciles de imaginar antes y de comprender después.  

 

Dante Alighieri --en "La Divina Comedia"-- reservaba el séptimo circulo del infierno para los violentos: 

para todos aquellos que hicieran un daño a los demás mediante la fuerza. Y dentro de ese mismo 

recinto, sumergía en un río de sangre hirviente y nauseabunda a cierto género de condenados, así 

descriptos por el poeta: "Estos son los tiranos que vivieron de sangre y de rapiña. Aquí se lloran sus 

despiadadas faltas". 

Yo no vengo ahora a propiciar tan tremenda condena para los procesados, si bien no puedo descartar 

que otro tribunal, de aún más elevada jerarquía que el presente, se haga oportunamente cargo de 

ello.  

Me limitaré pues a fundamentar brevemente la humana conveniencia y necesidad del castigo. Sigo a 

Oliva Wondell Holmes, cuando afirma: "La ley amenaza con ciertos males si uno hace ciertas cosas. 

Si uno persiste en hacerlas, la ley debe infligir estos males con el objeto de que sus amenazas 

continúen siendo creídas". 

El castigo -que según ciertas interpretaciones no es mas que venganza institucionaliza- se opone, de 

esta manera, a la venganza incontrolada. Si esta posición nos vale sea tenidos como pertinaces 

retribucionistas, asumiremos el riesgo de la seguridad de que no estamos solos en la búsqueda de la 

deseada ecuanimidad. Aun los juristas que más escépticos se muestran respecto de la justificación 

de la pena, pese a relativizar la finalidad retributiva, terminan por rendirse ante la realidad.  

Podemos afirmar entonces con Gunther Stratenwerth que aun cuando la función retributiva de la pena 

resulte dudosa, tácticamente no es sino una realidad: "La necesidad de retribución, en el caso de 

delitos conmovedores de la opinión pública, no podrá eliminarse sin más. Si estas necesidades no 

son satisfechas, es decir, si fracasa aunque sólo sea supuestamente la administración de la justicia 

penal, estaremos siempre ante la amenaza de la recaída en el derecho de propia mano o en la 

justicia de Lynch".  

Por todo ello, señor presidente, este juicio y esta condena son importantes y necesarios para la 

Nación argentina, que ha sido ofendida por crímenes atroces. Su propia atrocidad toma monstruosa 

la mera hipótesis de la impunidad Salvo que la conciencia moral de los argentinos haya descendido a 

niveles tribales, nadie puede admitir que el secuestro, la tortura o el asesinato constituyan "hechos 

políticos" o "contingencias del combate". Ahora que el pueblo argentino ha recuperado el gobierno y 

control de sus instituciones, yo asumo la responsabilidad de declarar en su nombre que el sadismo no 

es una ideología política ni una estrategia bélica, sino una perversión moral. A partir de este juicio y 

esta condena, el pueblo argentino recuperará su autoestima, su fe en los valores sobre la base de los 
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cuales se constituyó la Nación y su imagen internacional severamente dañada por los crímenes de la 

represión ilegal... 

Los argentinos hemos tratado de obtener la paz fundándola en el olvido, y fracasamos: ya hemos 

hablado de pasadas y frustradas amnistías. 

Hemos tratado de buscar la paz por la vía de la violencia y el exterminio del adversario, y fracasamos: 

me remito al periodo que acabamos de describir.  

A partir de este juicio y de la condena que propugno, nos cabe la responsabilidad de fundar una paz 

basada no en el olvido sino en la memoria; no en la violencia sino en la justicia.  

 

Esta es nuestra oportunidad: quizá sea la última. 

Por estas consideraciones, acuso a los aquí procesados por los delitos que han sido objeto de 

calificación, y solicito que al fallar, en definitiva, se los condene a las siguientes penas:  

1  

JORGE RAFAEL VIDELA: RECLUSIÓN PERPETUA, CON MAS LA ACCESORIA DEL ART. 52 DEL 

CÓDIGO PENAL. 

2  

EMILIO EDUARDO MASSERA: RECLUSIÓN PERPETUA, CON MAS LA ACCESORIA DEL ART. 52 

C.P.  

3  

ORLANDO RAMÓN AGOSTI: RECLUSIÓN PERPETUA, CON MAS LA ACCESORIA DEL ART. 52 

C.P. 

4  

ROBERTO EDUARDO VIOLA: RECLUSIÓN PERPETUA. 

5  

ARMANDO LAMBRUSCHINI: RECLUSIÓN PERPETUA. 

6  

LEOPOLDO FORTUNATO GALTERI: 15 AÑOS DE PRISIÓN  

7  

OMAR RUBENS GRAFFIGNA: 15 AÑOS DE PRISIÓN.  

8  

JORGE ISAAC ANAYA: 12 AÑOS DE PRISIÓN. 
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9  

BASILIO LAMI DOZO: 10 AÑOS DE PRISIÓN.  

PARA TODOS, CON ACCESORIAS LEGALES Y COSTAS...  

Sin embargo, como la orden de aniquilar ha sido alegada reiteradamente en el proceso quisiéramos 

referirnos brevemente a ella...  

Compareció como testigo la persona que firmó el decreto que ordenó la actuación de las Fuerzas 

Armadas en lodo el ámbito del país hasta aniquilar el accionar subversivo. 

Por ello resulta interesante la interpretación auténtica que el Dr. Luder expuso.  

Afirmó quien ejerció la presidencia de la Nación que lo único que hacen los decretos es incorporar a 

la lucha contra la subversión a las Fuerzas Armadas y que toda la estructura jurídica se mantenía. 

Preciso que aniquilar el accionar de la subversión quiere decir inutilizar la capacidad de combate del 

grupo subversivo, pero de ninguna manera significa aniquilamiento físico ni violación de la estructura 

legal del país.  

 

Esta interpretación fue corroborada por los diferentes integrantes del gabinete de aquel gobierno, 

citados por la defensa para esclarecer el punto.  

Así el Dr. Cafiero dijo que la interpretación ajustada a este termino significaba dejar inerme abatir el 

accionar de la subversión, por supuesto, en el marco legal y constitucional que el gobierno tenía 

como objetivo y como meta. 

Ninguno de los oficiales superiores citados a declarar entendió que la orden de aniquilar autorizaba a 

secuestrar, torturar y matar. 

Así el Alte. Vañek, el vicealmirante Santamaría y el contraalmirante Manuel García coincidieron en 

que la orden de aniquilar el accionar subversivo no autorizaba torturar a los detenidos para obtener 

información ni para eliminarlo físicamente. Más clara aún fue la respuesta del vicealmirante Fracassi 

quien señaló que el concepto del término aniquilar cuando uno recibe la misión es terminar con la 

voluntad del enemigo de seguir combatiendo y si el enemigo está prisionero, es prisionero, ya terminó 

con su misión de combate, se acabo. Todas estas consideraciones resultarían superfluas pues el 

mismo teniente general Videla, ante el Consejo Supremo declaró que aniquilar significa literalmente 

destruir con sentido orgánico al enemigo y derrotarlo. Agregó que no creía entender que eso fuera 

una incitación a matar. 

El almirante Massera también afirmó que este concepto significa quitar el poder de acción del 

enemigo, y que ello se puede lograr por medio de acción de combate o moralmente, como puede ser 

robándole los víveres. 
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Creo que estas declaraciones a las que se les pueden sumar muchas otras resultan suficientes para 

descartar la idea de que el decreto incluyera la orden de realizar secuestros, torturar prisioneros y 

matarlos sin ninguna forma de proceso. 

En realidad, la excusa que estoy analizando, sólo se utilizó una vez más para confundir a la 

población, pretextando que la responsabilidad de la represión realizada era el gobierno democrático --

un argumento que no es racional pero que emotivamente puede ser convincente--. Así, el Gral. Videla 

declaró ante el Consejo Supremo que fue la Nación Argentina la que dispuso a través del gobierno la 

intervención del brazo armado de la Nación y de allí concluye que la sociedad argentina dio su 

consenso a las medidas que se tomaron para su propia defensa.  

 

Sobre estas dos falacias los acusados pretenden convertir a la sociedad argentina de víctima en 

cómplice. 

Como acabamos de demostrar, el Gobierno anterior no ordenó la represión ilegal y la sociedad nunca 

pudo aprobar lo realizado porque nunca se le explicó lo que realmente se hizo. La sociedad argentina 

siempre fue engañada. Hasta el día de hoy la intentan engañar negando los hechos que ocurrieron. 

Si la sociedad no sabía, mal puede otorgar la aprobación a lo realizado...  

 

Particularmente deleznable resulta el argumento de la "guerra sucia", esgrimido hasta el cansancio 

como causa de justificación. 

Se nos dice así que esto fue una guerra --a la que para cohonestar los inhumanos procedimientos 

utilizados en su desarrollo se califica como no convencional-- y que en todas las guerras se producen 

episodios crueles, que aunque no queridos son su consecuencia necesaria.  

 

En primer lugar, creo necesario dejar claramente establecido que aquí no hubo tal guerra. Tengo muy 

buenas razones en abono de esta afirmación, y daré sólo unas pocas.  

 

Ninguno de los documentos liminares del proceso habla de guerra, y ello resulta por demás 

significativo. Porque resulta obvio, señores jueces, que si los tres responsables militares del 

alzamiento del 24 de marzo de 1976 hubiesen creído que estaban emprendiendo una guerra, 

cualesquiera fuesen los calificativos que les mereciera, no hubieran omitido esa circunstancia en la 

proclama revolucionaria. 

El gobierno argentino asumió ante los foros internaciones una cambiante actitud que se puede 

resumir de la siguiente manera: 

Primero, mientras se llevaba a cabo el proceso represivo más violento, negar la existencia de los 

hechos que internacionalmente se denunciaban. En una segunda etapa--que va aproximadamente de 

1978 a 1981--relativiz6 la gravedad de los hechos y puso el acento en que la Argentina era víctima de 

una campaña internacional orquestada por la subversión desde el exterior. Finalmente, recién en 

1981, en momentos en que la represión había disminuido cuantitativamente, el gobierno argentino 
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comenzó a hablar en los foros internacionales de que había habido una "guerra no declarada"... En 

este contexto, cabe recordar que recién el 17 de setiembre de 1981, el entonces embajador ante los 

Organismos Internacionales en Ginebra, Gabriel Martínez, declaró ante el Grupo de Trabajo sobre 

desapariciones forzadas o involuntarias de personas que "los años 1976 a 1978 habían constituido un 

periodo muy particular de guerra no declarada". Es evidente la reticencia e incredulidad que este tipo 

de afirmaciones provocaron en la comunidad internacional. 

Pero además, qué clase de guerra es ésta en la que no aparecen documentadas las distintas 

operaciones? Que carece de partes de batalla de lista de bajas propias y enemigas; de nominas de 

heridos; que no hay prisioneros como consecuencia de ningún combate, y en la que se ignoran las 

unidades que tomaron parte... Qué clase de guerra es ésta en donde los enfrentamientos resultan 

simulados, y en la que en todos los combates las bajas sólo hallaron en su camino a los enemigos de 

las fuerzas legales, que no tuvieron una sola baja. Porque resulta extraño, señores jueces, que una 

banda de subversivos militarmente organizados, que contaba con armas modernas, no cause a las 

tropas represoras ni siquiera un herido, mientras todos sus integrantes mueren. Las únicas muertes 

que pueden contabilizarse en las fuerzas del orden en su gran mayoría, fueron consecuencia de los 

atentados criminales a que me he referido al comienzo, y en los intentos de copamientos de unidades 

también ya reseñadas. Pero estos últimos fueron combates leales. 

Se puede considerar acción de guerra el secuestro en horas de la madrugada, por bandas anónimas, 

de ciudadanos inermes?  

Y aun suponiendo que algunos o gran parte de los así capturados fuesen reales enemigos, es una 

acción de guerra torturarlos y matarlos cuando no podían oponer resistencia?... 

Es una acción de guerra ocupar las casas y mantener a los parientes de los buscados como 

rehenes? Son objetivos militares los niños recién nacidos? 

Se puede equiparar el saqueo del ajuar de una casa con la incautación del parque de artillería 

enemigo? "Me robaron todo, desde el calzón de mi señora hasta el magiclik de la cocina", relato el 

testigo Hugo Pascual Luciani.  

Son éstas las consecuencias desagradables no queridas de toda guerra? 

Pueden hechos de esta naturaleza compararse con los efectos de un bombardeo aéreo a objetivos 

militares, que necesariamente causan muertes de inocentes? 

No señores jueces, ésos no fueron episodios no queridos pero inevitables. Fueron actos criminales 

comunes, que nada tienen que ver con la guerra. Pero aceptemos ahora, por vía de hipótesis, la 

teoría de la guerra, tan cara a los acusados, y comprobaremos que sus situaciones, lejos de mejorar, 

se ven moralmente tanto o más comprometidas.  

 

Porque, señores jueces, tal como es aceptado sin reservas por el orden jurídico internacional, cierta 
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clase de hechos, por su profunda inmoralidad y fundamentalmente porque exceden las necesidades 

del combate, para convertirse en crímenes de lesa humanidad, no son permitidos ni siquiera en la 

guerra.  

Se llega así, señores jueces, a la formulación de una alternativa de hierro: O no hubo guerra y 

estamos frente a una manifestación de delincuencia común, o la hubo, y entonces enfrentamos a 

criminales de guerra. 

Me voy a referir a la necesidad que había en la Argentina y de cometer los delitos que aquí fuimos 

viendo que se cometieron. Es evidente que hay delitos que no guardan ninguna razonabilidad, ni 

ninguna conexión posible con el fenómeno guerrillero. Qué necesidad había de robar, no se adviene; 

esto pudo ser una razón de conveniencia, de motivar a los integrantes de las patotas. Pero no se 

adviene ninguna necesidad. La misma represión clandestina se habría podido realizar cumpliendo, 

respetando, por lo menos, el derecho de propiedad. Tampoco se adviene la necesidad que tenían de 

asesinar, si tenían en su poder todos los elementos para hacer consejos de guerra y fusilar a quienes 

hayan cometidos delitos. Quizás exista un punto que merezca un análisis un poco mayor, y es el 

referido a la tortura.  

El general Harguindeguy expuso a monseñor Hesayne la idea que los máximos responsables de la 

represión ilegal no se atrevieron a plantear ante Vuestra Excelencia: la justificación de la tontura. 

Harguindeguy y otros oficiales superiores exponían a monseñor Hesayne el siguiente caso: un 

hombre puso una bomba en un edificio, esa bomba va a explotar en 10 6 20 minutos y puede matar a 

las 200 personas que allí viven. Le preguntaban si no era lícito torturar a ese hombre para obtener la 

información que salvaría tantas vidas. El obispo católico les respondió: "No señor general, el fin no 

justifica los medios", y si bien comparto plenamente la respuesta del obispo, voy a desarrollar el 

problema desde la perspectiva jurídica. El autor del particular caso de tormentos que propuso el 

general Harguindeguy podría intentar justificarse en un proceso penal, afirmando que torturó para 

evitar un mal mayor, la muerte de 200 personas, para que el juez lo absolviera. El autor de tormentos 

debería demostrar que concurren todos los requisitos elegidos para el estado de necesidad. Por el 

artículo 34 del Código Penal deberá acreditar, en consecuencia, que el mal era inminente, es decir, 

que la bomba realmente iba a explotar en 10 ó 20 minutos, pero, además, deberá demostrar que la 

tortura era la única forma de evitar la muerte de las 200 personas; es decir, que no había posibilidad 

de desalojar el edificio y que su tamaño y la cantidad de personas que podían participar en la 

búsqueda impedían encontrar 1a bomba en ese corto tiempo. Sólo después de ello debería también 

demostrar que se pueden salvar vidas humanas perjudicando la integridad física de una persona. Sea 

cual fuere la respuesta a este interrogante, aun cuando se aceptara que en esas circunstancias la 

tortura se justifica, ese hipotético caso no constituiría un precedente a tomar en cuenta en esta causa. 

En ninguno de los casos por los que estamos acusando se ha podido acreditar que concurran las 

excepcionales circunstancias del caso propuesto por Harguindeguy. Pero si en la causa no se 

acreditó que fuera necesario torturar en algún caso individual, menos aún se pudo acreditar la 

necesidad de implantar la tortura como método de investigación. Lo triste del caso es que esta era la 
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intención del general Harguindeguy: justificar la tortura como método de investigación, justificar la 

idea de que era necesario detener gente y torturarla para ver si sabía algo. Retomando el caso 

propuesto, y si no se hubiera logrado individualizar al que colocó la bomba, tendríamos que llegar a la 

conclusión de que podría torturarse a los habitantes del edificio, pues serían sospechosos de haber 

puesto la bomba. De esta forma, los del 3 H, los del 4 D, pasan de su estado de posibles victimas de 

la bomba al de posibles víctimas de la tortura. De esa misma forma, los ciudadanos argentinos 

pasaron de ser un posible blanco de la guerrilla a convertirse en un posible blanco de un sistema de 

investigación que comenzaba con la tortura y terminaba con la muerte. 

Quizá se afirme que pretendo minimizar la cuestión. Que la guerrilla constituía una amenaza para la 

existencia misma de la Nación. El general Videla es quien, en su declaración ante el Consejo 

Supremo, plantea la cuestión en esos términos. Señala que no es un problema entre dos terrorismos, 

uno subversivo y otro de Estado, sino que el accionar subversivo tiene como objeto la agresión a la 

Nación Argentina. Añade que el terrorismo subversivo tenía como objetivo la destrucción de la 

identidad de la Nación, y, en cambio, el accionar de las Fuerzas Armadas se dirigió a preservar la 

existencia de la Nación. En sustancia, estas explicaciones se reducen a invocar la razón de Estado, 

que exige la destrucción por cualquier medio de quienes cometen ciertos delitos, de los sospechosos 

y también de los simples enemigos políticos (...) Señores jueces: los padres de nuestra Patria, en la 

época en que realmente estaba en juego nuestro destino como Nación, nunca aceptaron utilizar 

métodos ilegales o clandestinos. Los primeros gobiernos patrios en 1811 y 1813, distaron normas que 

resaltaban el valor y la dignidad del individuo. Por cierto que en aquellas tumultuosas épocas hubo 

que adoptar medidas extremas. Repárese que la Junta de Gobierno de aquellas épocas tuvo que 

resolver como uno de sus primeros actos el fusilamiento de los máximos héroes de la resistencia a 

las invasiones inglesas, Santiago de Liniers y Martín de Alzaga. 

La Junta, que sólo se estaba consolidando, tuvo que tomar así una decisión que podía acarrearle una 

gran oposición. Sin embargo, a nadie se le ocurrió que Liniers se fugaba o que había sido matado por 

un grupo de forajidos. La Junta asumió la responsabilidad y los hizo fusilar. Los acusados no sólo 

facilitaron la desaparición o muerte clandestina de personas, como Hidalgo Solá o Elena Holmberg, 

que podían causarles una oposición interna, sino que, en lugar de condenar y fusilar como sus 

propias leyes lo establecían, a los jerarcas guerrilleros responsables de secuestros y muertes, los 

mataron clandestinamente, junto con otros miles de víctimas, cuando no los dejaron en libertad, con 

oscuros propósitos. Y este contraste que he remarcado se advierte a cada paso de la Historia 

argentina. 

En la proclama del 8 de setiembre de 1820 en el Perú, San Martín expresó: "Soldados del Ejército 

Libertador, no venís a hacer conquista, sino a libertar a los pueblos que han gemido. La ferocidad y la 

violencia son crímenes que no conocen los soldados de la libertad, y si contra todas mis esperanzas, 

algunos de los nuestros olvidasen esos deberes, declaro que serán inexorablemente castigados. 

Todo el que robe o tome con violencia de dos reales para arriba, será pasado por las armas, previo al 

proceso verbal que está mandado a observar en el Ejército. Todo exceso que ataque a la moral 
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pública o a las costumbres del país, será castigado hasta con la vida. Soldados, acordaos que toda la 

América contempla y que sus grandes esperanzas penden de que acreditéis la humanidad, el coraje 

y el honor que os han distinguido siempre donde quiera que los oprimidos han implorado vuestro 

auxilio contra los opresores". 

El mundo envidiará vuestro destino si observáis la misma conducta que hasta aquí, pero desgraciado 

el que quebrante sus deberes y sirva de escándalo a sus compañeros de armas. Yo lo castigaré de 

un modo terrible"... 

Bien se ha probado en esta audiencia, y de ello nos hemos ocupado extensamente en pasajes 

anteriores de este alegato, la realización de múltiples actos ilícitos que a su vez encuadran en 

diversas figuras del Código Penal. Antes de entrar en el análisis de la intervención de los procesados 

en estos actos, conviene establecer cuál es la responsabilidad que cabe a los que asumen una 

participación, cuya particular característica consiste en que no se registra su presencia en el lugar y 

en el momento en que las actividades ilícitas se desarrollaron y cuya actividad radica en haber dado 

las órdenes generales a partir de las cuales el conjunto de delitos aquí presentados se cometió. 

Esas ordenes a cuyo contenido más adelante me referiré, dadas desde la cabeza del aparato estatal, 

significaron las asignación de una parte importante de éste, provista de elementos materiales de toda 

clase, a la realización de una cantidad de actividades comprensivas de muchos y graves delitos 

descriptos en el Código Penal. Comportaron, asimismo, la prescripción a los integrantes de esa parte 

del aparato del Estado de realizar secuestros y aplicación de tormentos y homicidas, respecto de una 

vasta cantidad de personas definidas vagamente sobre la base de una categoría genérica como 

individuos subversivos, y caracterizados todos ellos solamente por su enfrentamiento mas o menos 

fuerte con el sistema de gobierno imperante en ese momento.  

Esas órdenes importaron a su vez, en razón de las particularidades de funcionamiento que se 

prescribieron para ese sector del aparato estatal --esto es la clandestinidad de su modo de operar y la 

absoluta libertad de acción para sus integrantes, a fin de que determinaran los objetivos dentro de 

ese marco vagamente descripto --la aceptación de que en ese ámbito operativo habrían de 

cometerse masivamente otro grupo de delitos, tales como robos, abortos, violaciones y supresión del 

estado civil de menores, así como también los mismos delitos antes señalados pero respecto de 

personas ajenas a la vaga caracterización inicial. 

La cuestión a plantear en este momento ante el Tribunal consiste, pues, en establecer cuál es el 

encuadramiento legal dentro de las formas de participación conocidas en el Código Penal de la 

conducta de los procesados respecto de los delitos a que hemos hecho referencia. Situaciones 

fácticas como las que se plantean en autos, registran precedentes en la historia jurisprudencias 

nacional e internacional. 

Quiero, entre ellos, mencionar a tres porque me parecen particularmente significativos, para denotar 

conceptualmente la caracterización jurídica de la conducta de los procesados.  
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Me refiero a los casos STACHINSKIJ, EICHMANN y CALAZA. Los dos primeros, como es sabido, son 

ajenos a la jurisprudencia argentina, y el tercero pertenece a nuestros registros jurisprudenciales. En 

el primero de ellos, homicidio cometido por un integrante de un servicio secreto, se sentó la doctrina 

de que la conducta desplegada por un individuo que realiza totalmente los elementos del tipo penal, 

puede empero ser asignada a otro u otros individuos a título de autor, no obstante que el primero es 

considerado punible. Análoga situación se da en el segundo de ambos casos, homicidios múltiples, 

de cuya comisión resultó imputado el encargado de seleccionar a las victimas.  

Aquí no se trataba ya de la realización de un delito individualmente considerado, sino de una serie 

numerosa de delitos, en alguna medida similares a los que están bajo juzgamiento ante estos 

estrados. En ellos aparecía sometido a juzgamiento, no ya como en el caso anterior aquel que 

ejecutó materialmente los delitos incriminados, sino una persona que formaba parte de la cadena de 

transmisión de órdenes ilegales que dieron lugar finalmente a la realización de los delitos. También 

allí fue considerado autor el sujeto enjuiciado, no obstante ser ajeno a la realización material de algún 

acto de los descriptos en el tipo delictivo.  

En el tercero de los precedentes referidos que, como dije, pertenece a la jurisprudencia argentina, el 

autor de una orden antijurídica fue sometido a juicio y condenado pese a que la realización directa de 

la totalidad de los elementos del tipo que entraba en consideración fue llevada a cabo por una tercera 

persona, la cual ni siquiera fue sujeto de proceso, no obstante estar individualizada y presente. La 

característica común, huelga subrayarlo, entre los tres casos citados está dada por la incriminación a 

título de autores de personas distintas a las que desplegaron la conducta contenida en el tipo penal 

pese a la plena responsabilidad en los dos primeros de quienes ejecutaron materialmente la conducta 

típica. 

En esos casos, y en el de autos, la cuestión que se encuentra planteada es la siguiente: quién es el 

autor de los hechos delictivos que se cometen mediante la utilización de un aparato organizado de 

poder? O bien, para circunscribir la pregunta a lo que es materia de decisión en estos autos, puede 

ser considerado autor de los hechos delictivos cometidos en el seno de un aparato organizado de 

poder el que dirige esa estructura de poder aunque no haya participado materialmente en la ejecución 

de los hechos? Puesta aun de otra manera la pregunta: el que dirige un aparato organizado de poder, 

domina los hechos delictivos? Es dueño de la situación delictiva, a pesar de no intervenir 

personalmente en la realización de ésta? 

Si la respuesta a ese interrogante es, como creo, afirmativa, se podrá sostener que el llamado autor 

de escritorio domina los hechos que realiza el aparato de poder que dirige; esto es que 

sobredetermina la causalidad que conduce a todos y cada uno de los hechos ilícitos realizados por 

ese aparato de poder. Marginalmente, esa respuesta apareja consecuencias distintas de las que se 

producirían si a idéntico interrogante se respondiera diciendo que se trata de instigadores y no de 

autores.  

En efecto, la afirmación de que son autores lleva a sostener que el comienzo de ejecución tiene lugar 

en el momento en que se dan las órdenes ilegales y, consecuentemente, que tienen la posibilidad de 
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desistir de los actos ilícitos emprendidos, dependiendo el funcionamiento de la excusa absolutoria 

correspondiente al desestimiento de la eficacia o ineficacia de éste. El uso de la expresión aparato 

organizado de poder, admitida hoy sin discrepancia en la doctrina que se ocupa del tema, obliga 

siquiera brevemente a esclarecer el alcance que se le asigna.  

En la conformación estructural de ese tipo de organización aparece a la cabeza un centro de decisión 

desde el cual se imparten las directivas que se traducen en la realización de actos ilícitos. En ese 

centro de decisiones está, pues, la posibilidad de cometer o no cometer la actividad delictiva de que 

se trate. Cabe señalar, además, que en estas organizaciones existe una estructura objetiva suficiente, 

que justifica el traslado o emisión del carácter de autor a quien da las órdenes sin restarlo del ejecutor 

inmediato de ésta. De esta manera, y vale reiterarlo, el aparato se presenta objetivamente como el 

fundamento de la extensión de la categoría de autor a quienes se encuentran en la cúspide de las 

estructura.  

La alta autoridad competente en este tipo de organizaciones domina el hecho de modo tal, que 

tomada la decisión de que ocurra determinado episodio delictivo, éste acontece automáticamente. Es 

el dato específico que caracteriza a estos aparatos organizados de poder. Por otra parte, es de 

señalar que el encargo se cumple sin necesidad de que se conozca a los directos ejecutores. Esta es 

otra particularidad que infrecuentemente se presenta en las situaciones corrientes. Particularidad que 

conduce a afirmar otro dato fundamental en la identificación de esos aparatos. 

Es la "fungibilidad de los ejecutores de las órdenes". De este último elemento se deriva que en el 

supuesto de que alguien no cumpla la decisión tomada, otro se encargará de ejecutarla en su lugar, 

pues una estructura de talos características posee la capacidad de reemplazo necesaria para que 

cada pieza de la máquina sea sustituida inmediatamente por otra que realice la misma función, de 

manera que el destino final de la orden se cumpla inexorablemente. Delineados pues los rasgos 

típicos de estas organizaciones, corresponde analizar ahora cuáles han sido las respuestas dadas 

por la doctrina en relación con la responsabilidad de aquellos que toman las decisiones de esos 

aparatos de poder, los denominados "autores de escritorio". Dos respuestas se han dado en la 

doctrina respecto de la cuestión planteada; para una de ellas se trata de autores mediatos. Para la 

segunda se trata de coautores.  

La autoría mediata es, ni más ni menos, la sobredeterminación de la causalidad mediante terceros. 

Los casos corrientes de autoría mediata conocidos desde antiguo en nuestra doctrina y recibidos 

también en la doctrina universal antes del desarrollo de la cuestión puesta de manifiesto, por 

situaciones como la aquí enjuiciada, desarrollo que particularmente se registra a partir de la sentencia 

dictada en el caso EICHMANN en el año 1963 tiene como común denominador la circunstancia de 

que el tercero, llamado autor inmediato, carece del manejo propio del hecho, carece por alguna razón 

del dominio del hecho, sea que se trate de un sujeto que obra bajo el efecto de un error típico, sea 

que obre bajo coacción. Hipótesis éstas las más importantes, en todos los casos el autor inmediato 

aparece como una persona carente de algún requisito necesario para afirmar que es el dueño del 

hecho que ejecuta.  
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Además, un comandante es responsable si él tiene el conocimiento efectivo de que las tropas u otras 

personas bajo su control están cometiendo o están a punto de cometer un crimen y él omite 

injustamente tomar los pasos necesarios y razonables para obtener el cumplimiento del derecho de 

guerra"... 

Arribamos así señores jueces, a nuestras conclusiones. Antes hay algunas cuestiones previas. No 

sobreabundaremos con la descripción del sistema creado, pero el imperativo del articulo 361 inciso 6 

del Código de Justicia Militar que me obliga a enumerar los casos respecto de los cuales no formularé 

requisitoria, ofrece la ocasión para revelar un cúmulo de casos que, si bien no refinen pruebas como 

para tenerlos por acreditados individualmente, unidos demuestran la eficacia que con dicho sistema 

cumplió con su función de ocultar los hechos que se perpetraban. Por estos casos que voy enumerar 

ahora, pido concretamente la absolución.  

Creo también necesario aclarar respecto del delito de encubrimiento que la no imputación a alguno de 

los integrantes de determinadas juntas se debe a que teniendo al máximo de pena conminada, se 

encontraba prescripto, teniendo en cuenta la fecha de asunción de la respectiva comandancia en jefe. 

Se ha probado durante este juicio la existencia de un plan criminal que no concluyó cuando fueron 

reemplazados los procesados GALTlERI, ANAYA y LAMI DOZO. La crisis interna que produjo entre 

las autoridades del Proceso de Reorganización Nacional la derrota militar sufrida en las Islas 

Malvinas, no importó ningún cambio en las directivas dadas a raíz de la lucha contra la subversión.  

Esta fiscalía ha probado que hubo por lo menos una persona privada ilegalmente de su libertad y 

reducida a servidumbre cuando abandonaron sus cargos los procesados GALTERI, ANAYA y LAMI 

DOZO. La mera posibilidad de que Victor Melchor BASTERRA haya continuado en la condición 

descripta durante este alegato, merece ser investigada. Pero, ademas, este Ministerio Público ha 

aportado suficientes elementos de prueba para inferir que los encubrimientos de los delitos por los 

que aquí he acusado, siguieron cometiéndose cuando asumieron el poder los miembros de la última 

Junta Militar del Proceso de Reorganización Nacional y la Presidencia de la Nación el general 

Reynado BIGNONE.  

Entiendo que también habría que investigar si se siguieron proporcionando informes falsos a la 

Justicia. Por ello, en cumplimiento del deber que me es impuesto por la ley, dejo formulada la 

denuncia anterior, para que se investigue por donde corresponda la posible comisión de delitos por 

parte del general Cristino NICOLAIDES, el almirante Rubén Oscar FRANCO, el brigadier Augusto 

Jorge HUGHES y el general Reynaldo BIGNONE.  

Señores jueces: quiero renunciar expresamente a toda pretensión de originalidad para cerrar esta 

requisitoria. 

Quiero utilizar una frase que no me pertenece, porque pertenece ya a todo el pueblo argentino.  

 

Señores jueces: 'Nunca más".  
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El juicio  

 

Los integrantes de la Cámara Federal de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital 

Federal que juzgó a las Juntas Militares fueron Jorge Torlasco, Ricardo Gil Lavedra, León Carlos 

Arslanián, Jorge Valerga Araoz, Guillermo Ledesma y Andrés J. D’Alessio. Durante el juicio, los 

jueces rotaron cada semana en la presidencia del tribunal.  

 

El fiscal fue Julio César Strassera con quien colaboró el fiscal adjunto, Luis Gabriel Moreno Ocampo. 

Todos los demás funcionarios a los que se solicitó colaboración se negaron a ello con diversas 

excusas.[3]  

 

Poco antes de iniciarse el juicio se intentó una operación para evitar el juicio promovida por sectores 

de la Unión Cívica Radical y el General Albano Harguindeguy, ex Jefe del Ejército durante la 

dictadura militar.[4] 

 

Debido a que la cantidad de delitos sobre los que existían constancias superaban los diez mil, el fiscal 

Strassera tomó la decisión de recurrir a un mecanismo utilizado por el Consejo Europeo de Derechos 

Humanos, sobre la base de casos paradigmáticos. La fiscalía presentó entonces 709 casos, de los 

cuales el tribunal decidió examinar 280. 

 

Entre el 22 de abril y el 14 de agosto de 1985 se realizó la audiencia pública. En ella declararon 833 

personas. Las atrocidades que revelaron muchos de esos testimonios sacudieron hondamente la 

conciencia de la opinión pública argentina y mundial. El escritor Jorge Luis Borges, quien asistiera a 

una de ellas, relató su vivencia en un artículo para la agencia española EFE con el título de "Lunes, 

22 de julio de 1985". En una parte de dicho relato dice:  

 

De las muchas cosas que oí esa tarde y que espero olvidar, referiré la que más me marcó, para 

librarme de ella. Ocurrió un 24 de diciembre. Llevaron a todos los presos a una sala donde no habían 

estado nunca. No sin algún asombro vieron una larga mesa tendida. Vieron manteles, platos de 

porcelana, cubiertos y botellas de vino. Después llegaron los manjares (repito las palabras del 

huésped). Era la cena de Nochebuena. Habían sido torturados y no ignoraban que los torturarían al 

día siguiente. Apareció el Señor de ese Infierno y les deseó Feliz Navidad. No era una burla, no era 

una manifestación de cinismo, no era un remordimiento. Era, como ya dije, una suerte de inocencia 

del mal.[5] 

 

Entre el 11 y el 18 de septiembre de 1985 el fiscal Julio César Strassera realizó el alegato de la 

fiscalía, que luego ha sido considerado como una pieza histórica. La fiscalía consideraba que la 

responsabilidad por cada delito debía ser compartida por los miembros de cada junta a la que se le 

había probado participación. Finalmente el tribunal no aceptó este criterio, sosteniendo que las 

responsabilidades debían ser asignadas por cada fuerza armada, lo que produjo una considerable 

reducción de las penas para los miembros de la Fuerza Aérea.  
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Strassera cerró su alegato con esta frase:  

 

Señores jueces: quiero renunciar expresamente a toda pretensión de originalidad para cerrar esta 

requisitoria. Quiero utilizar una frase que no me pertenece, porque pertenece ya a todo el pueblo 

argentino. Señores jueces: 'Nunca más".  

 

Entre el 30 de septiembre y el 21 de octubre se realizaron las defensas de los Jefes Militares, que 

básicamente sostuvieron que se había tratado de una guerra, y que los actos develados debían ser 

considerados como circunstancias inevitables de toda guerra. 

 

 

La sentencia  

 

El 9 de diciembre se dictó la sentencia condenando a Jorge Rafael Videla y Emilio Eduardo Massera 

a reclusión perpetua, a Roberto Eduardo Viola a 17 años de prisión, a Armando Lambruschini a 8 

años de prisión y a Orlando Ramón Agosti a 4 años de prisión. Los acusados Omar Grafigna, 

Leopoldo Galtieri, Jorge Isaac Anaya y Basilio Lami Dozo no fueron condenados por no haberse 

podido probar los delitos que se les imputaban. 

 

La sentencia fue leída por León Arslanián en su condición de presidente de la Cámara Federal. 

Fundamentalmente el fallo reconoció que las juntas diseñaron e implementaron un plan criminal y 

rechazó la ley amnistía sancionada por el último gobierno militar. Señala también que cada fuerza 

actuó autónomamente y que las penas deben ser graduadas en función de ello. Finalmente, concluyó 

que la fiscalía no pudo probar que, con posterioridad a 1980 se hubieran cometido crímenes que 

pudieran ser responsabilidad de la junta militar, exculpando así a la tercera junta (Galtieri-Amaya-

Lami Dozo). 

 

En uno de los párrafos de la extensa sentencia puede leerse: 

En suma puede afirmarse que los comandantes establecieron secretamente, un modo criminal de 

lucha contra el terrorismo. Se otorgó a los cuadros inferiores de las Fuerzas Armadas una gran 

discrecionalidad para privar de libertad a quienes aparecieran, según la información de inteligencia, 

como vinculados a la subversión; se dispuso que se los interrogara bajo tormentos y que se los 

sometiera a regímenes inhumanos de vida, mientras se los mantenía clandestinamente en cautiverio; 

se concedió, por fin, una gran libertad para apreciar el destino final de cada víctima, el ingreso al 

sistema legal (Poder Ejecutivo Nacional o justicia), la libertad o, simplemente, la eliminación física. 
  
 
 


